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TRTBIINAL SA¡{CIONADOR DE LA DEFEI{SOÚA DEL CONSIIN{IDOR: San SalvadoT, a 1as

quince horas con dieciocho minutos del día diez de marzo de dos mil veinte.

I. El presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra 1a proveedora

, por el supuesto incumplimiento a1 artículo 6 inciso 4" de la Ley Contra 1a Usura

-en adelante LCU-, que da lugar a la infracción establecida en e1 artículo 12 inciso último de la LCU,

por no remitir a1 Banco Central de Reserva la inforrnación de su actividad crediticia.

1. En tal sentido, por resolución de fecha 16/1712018, este Tribunal dio por iniciado el

proceclimiento sancionatorio, contra la proveedora por la supuesta

infracción al aÍículo 12 inciso ú1timo de la LCU, el cual fue notificaclo a la denunciada en fecha

2210U2019.

Así mismo, los días 2510112019 y 2910512019, se recibieron escritos y documentación anexa,

presentado y firmado por la proveedora (fs.20-55) y (56-51) respectivamente, en los que expone

argumentos de defensa ante la infracción atribuicla, posteriormente, en resolución de fecha if..ll6l2llg
este Tribunal realizó aperlura a prueba, la cual fue el ú1timo acto procesal debidamente notificado a la

proveedora denunciada en fecha 2610612019, cle igual manera en fecha 0210112019 se recibió escrito y

docnmentación anexa firmado y presentacla por 1a proveedora (fs.64-79).

2. Como es sabido, las "Disposiciones Transitorias del Procedimiento Aclmrnistrativo y de1

Régimen de la Administración Pública" -en adelante DTPA-, fueron promulgadas mecliante Decreto

Legislativo No 762, publicado en el Diario Oficial No 209, Tomo 417, de fecha 9/1 1l2}l7,y entraron en

vigencia el3ll01l201B. Estas conforman un cuerpo legal transitorio adoptado por la Administración

Pública hasta e1 día anterior a 1a vigencia de la Ley de Procedimientos Administrativos (LPA), es decir,

hasta e1 1310212019. Las DTPA cleberán, por tanto, aplicarse a toclos aquellos procedimientos

administrativos sancionadores que fueron iniciados (mediante auto de inicio notificado en legal fonna)

durante su vigencia, es decir, a acluellos que fueron iniciados apafiir del 31l}ll2O1 8 y, l.rasta 1a entrada

en vigencia de la Ley de Procedimientos Administrativos (LPA), es decir el día 14lO2l2ol9. Lo arrterior

en atención a 1os principios de legalidad, irretroactividacl y unidacl procesal de los procedimientos, 1os

cuales establecen que todo procedimiento administrativo sancionador deberá tramitarse y finalizarse

aplicándo1e la norma procesal clue estaba vigente al momento de su micio.

Una vez cletenninado el ámbito de aplicación de las DTPA, este Tribunal Sancionaclor procede

a establecer si las mismas se aplican a1 caso en concreto, el cual, como ya ha siclo mencionaclo, fue

iniciado el día 1611112018. Efectivamente, el auto de inicio fr-re notificaclo en lega1 fonla el día

2210112019 a la proveedora, por lo que el régimen procesal regulado en 1as DTPA es de aplicación clirecta

al pres ente procedimiento administrativo sancionador.
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II. En este estado de1 procedimrento este Tribunal emrtirá 1a resolución que conforme a derecho

corresponde, de acuerdo a7 iter 1ógico siguiente: A. Vigencia y apiicación de 1as Disposiciones

Transitorias de1 Procedimrento Administrativo y el Régimen de 1a Administración Pública, B. Caducidad

administrativa a nivel doctrinario y jurisprudencial Nacronal y Españo1a-, y C. Aplicación de 1a

caducidad ai presente caso.

A. Este Tribunal Sancionador, procurando que todo procedimiento administrativo se tranrite

según 1os plazos previamente establecidos en las DTPA, especialmente en 1o referentc a la caducidad

administrativa, 'considera que al presente procedimiento sancionador debe aplicarse la obligaciórr

establecida en el artículo 5 ilciso 2o que establece: "El proceditniento adntinistrativo deberá concluirse

pot' acto o por resolucirjn final en el plazo ntáxinn cle noyenta clías posteriores a su iniciación (.. .) " . De

acuerdo con dicha regla, este Tribunal Sancionador es de1 entendimiento, que existía un rnáximo de 90

c1ías contados a paftir de1 rnicio del procedimiento adrninistrativo sancionador para emitir resolución

Íina1. Por otro 1ado, 1as mismas DTPA en su afiícu1o 8 estableceli que: "Los plazos que el presente

decreto estoblece en díus, sc contpt'en(lcrún,;olantente días habiles ", es decir, e1 plazo de los 90 días,

debía computarse en días hábiies. Una vez concluidos estos 90 días hábiies las DTPA regularon 1os

clectos legales dcl acaecimiento de la finalización de este plazo, estableciendo er su artículo 7 letra b)

que vencido el plazo máximo pala dictar resolución expresa en los procedimientos en que 1a

Aclnurstración ej ercite potestades sancionador as, s e p r o d u ci r á c a d u c i d u d.

B. La caducidad es una hgura procesal que rcgula la termrnación anomal o anticipada de1

procedimiento administrativo, que se refiere a un hecho jurÍdico-procesal específico: e1 trascurso de un

plazo procesal señalado por ley. Por ejemplo, transcurrido e1 plazo previsto para c1 ejercicio de un

derecho, o larealización de un trámite, o la interposrción de un recurso, 1a doctrina procesal establece

que se entenderá por perdido e1 derecho, trámite o recurso que hubiere dejado de utilizarse. La caducidad

también dará lugar a 1a terminación dc un proceso, extinguiéndolo por el hecho de que no ha habido

actividad procesal alguna en ei plazo que establece 1a ley. En otros ténrrinos: en virtud del interés general,

dentro del ordenamiento jurídico la caducidad se crea para que 1as acciones y recursos sean ejercidos

dentro de un plazo concreto, de manera que 1os procedimrentos no queden estancados indefinidantente,

y c¡ue los derechos o potestades otorgados en términos favorables sean realmente aprovechados por sus

titulares.

En el ámbito del derecho público admrrustrativo la Sala de 1o Contcncroso Adrrrinistrativo de 1a

Corte Suprema de Justicia ha emrtido sentencia mecliante la cual define la ca<lucidad administrativa

colno: "(...) un moclo anorntal tle finalizar un proceso administrativo (lue ha siclo pttralizado

dtu.ante tm tienr¡to consideratlo por la Ley, esta _figtu'a nct extirugue en ningún ilrcnrcnto uno

obligación puestct que esla pue,:le ser interpLrestq nuevülnente clentro cle un nuevo ¡tt'ocediniento

2



aclministrativo, siempre y cuando dicha obligación siga sienclo exígible ". (Sentencia de referencia2g-

2006, con fecha veinticinco de enero c1e dos mil diez).

De acuerclo a 1a doctrina aclministrativa española1, la caduciclad puede ser de dos tipos: 1)

subjetiva, cuando la caduciclad se funda en la presunción de que es intención de la parte demandante

abandonar el proceso; y 2) objetiva, cuando la caducidad se funda en la necesiilad de evitar una duración

excesiva de los procesos y 1os peligros que para la seguridadjuridica encierra. Por tanto, cle acuerdo al

derecho procesal común, si se dieran los supuestos determinados de caducidad, cualcluiera de las parles

puede pedirla. Sin embargo, dado el carácter público de1 proceso administrativo, no sería necesaria la

petición de parte, por 1o que el órgano podrá declararla de oficio.

Una vez definida doctrinaria y jurisprudencialmente la caducidad administrativa, este Tribunal

Sancionador, considera prudente hacer referencia, a continuación, del marco normativo vigente al

momento de que se dieron los supuestos fácticos de la caducidad en ei presente caso.

C. En annonía a lo antes expuesto, este Tribunal considera que en el caso en particular, se

cumplen con los supuestos cle las DTPA que regulan la caclucidad, y que la misma es aplicable al presente

caso, ya que 1a resoluclén que dio inicio a1 procedimiento aclministrativo sancionador seguido contra 1a

proveedora fue emitida el dia 1611112018 y notificacla a 1a proveedora el

22l0ll20l9,y alreahzar el cómputo cle 1a caducidacl al caso en concreto, se advierte que el plazo de los

90 días hábi1es inició en fecha23l0112019 y venció elr0710612019.

Iln ese sentido, de conformidad al artícu1o 5 inciso 2" y J literal b) de las DPTA, se atlviefie que

a la fecha cle esta resolución se ha superado e1 plazo máximo para emitir la resolución f-rnal (90 clías

hábiles) contados a parlir del clía siguiente de 1a notificación de la resolución clel auto cle inicio c1el

procedimiento administrativo a 1a proveedora, por tanto, corresponde a este 'lribunal Sancionaclor

declarar de oficio la caducidatl del procedintiento sanci.ontdor.

Iis así clrie este Tribunal, respetuoso del Estaclo de Derecho y de los principios aplicables en

materia sancionadora, se ve imposibilitado de continuar con el procedimiento sancionatorio, puesto que

por el transcurso de1 tiempo sin que se haya pronunciado y notificado resolución expresa que pusiera iin
al proceciimiento administrativo sancionador, se procede a 1a caduciclad al caso concreto. Por 1o antes

expuesto, se deberá declarar de oficio el acaecimiento de 1a caducidad y aplicar sus efectos legales que

son: a) la finalización y extinción de1 presente proceso admrnistrativo dejando abierto e1 derecho de 1a

denunciante para re-iniciar otro proceso sancionador, siempre y cuando no hayan concurriclo los

supuestos de la prescripción de la denuncia de 1a infracción, y b) ordenar el archivo de las actuaciones.

III" En virtud de 1o anterior y con base a los ar1ículos 5 inciso 2o y 7 literal b) de las DPTA, este

Tribunal RESIJELVE:

l Gonzáles Pérez, Jesús. tt4anual de Derecho Procesal Administrativo. Civitas Ediciones, 3'edición, Madrid, 2001.
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a) Declárase la Jinaliza.ción y extirución del presente procedinirento administrativo sancionador

por lraber acaecido la caduciclad edninistratit¡a, el cual fue promovido por ia Presidencia de la

Defensoría del Consumldor contra la proveedora - quedando abiefta 1a

posibilidad de que la denunciante pueda ejercer de nuevo su derecho de denuncia, si aún no han

concurrido ios efectos de prescripción aplicables.

b) Archívese las actuaciones del presente procedimiento sancionador.

c) llotdíquese a las partes.

() \\

José Leoisick Castro
Presidentc

Pi Zelaya
vocal

Lidia Patricia Castillo
Segunda vocal

PRONI]NCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRTBI.INAL SANCIONADOR DE LA
DEFENSORÍ.{ »pr, CONSTIMTDOR QUE LO SUSCRIBEN.

PR

S del Tribunal
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